PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe expresa su repudio por la decisión judicial que absolvió de culpa y cargo al acusado de ser el ejecutor material del asesinato de Graciela Acosta, víctima de los luctuosos sucesos del 19 y 20 de diciembre de 2001.

Señor Presidente.

Un reciente fallo judicial, emanado del Juzgado de Sentencia Nº5 a cargo del Dr Ernesto Genesio,  acaba de dejar en libertad al cabo de la Policía  Provincial Luis Armando Quiroz, procesado por ser el presunto ejecutor material del asesinato de Graciela Acosta, durante los sucesos del 19 y 20 de diciembre de 2001. La desición judicial fue apelada por la fiscal Elida Rivoira ante la Cámara Penal, ya que a su entender Quiroz debía ser condenado a la pena de trece años de prisión como autor del homicidio agravado por el uso de arma de fuego.

Este fallo es un eslabón más en las decisiones de la justicia, del ámbito administrativo y de la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, ya que en el ámbito judicial, no encuentran razones suficientes para condenar a nadie ni para llamar a indagatoria a los máximos responsables políticos, en el ámbito Administrativo, Fiscalía de Estado produce un dictamen negando la participación de agentes de  Provincia en los hechos mencionados, (Caso Velazquez) y en el ámbito de la Cámara de Diputados se vota por la negativa para crear una comisión investigadora. ¿Tan obvios serian los resultados de una posible investigación  que paralizó cualquier intento de indagar acerca del tema? Desde todo  el Poder del Estado, desde diversos ámbitos, se generó un pacto de silencio, de oscuras complicidades, de mordazas a la ética y a la conciencia republicana, de reprochables conductas de simples hombres y mujeres que no alcanzan a ver el entramado corrupto en el que se han visto comprometidos para siempre al silenciar  estos crímenes.

Crímenes cometidos contra hombres, mujeres, adolescentes que simplemente querian comida. Contra ellos actuaron las Tropas de Operaciones Especiales, la Dirección de Drogas Peligrosas y todas las reparticiones de la fuerza, inequívoco indicio de que la orden provino de la Secretaría de Seguridad Pública encabezada por Enrique Alvarez, dependiente del Ministro de Gobierno, Dr Lorenzo Dominguez, y del Gobernador de la Provincia Carlos Alberto Reuteman, actual senador nacional.

En los hechos del 19 y 20 de Diciembre de 2001, se fusiló la protesta social. Siete muertes en Rosario y una en Santa Fe. La Provincia con mayor cantidad de víctimas. Pero estas muertes no conmovieron, ni rompieron a la fecha los pactos explícitos e implícitos de callar frente a la evidencia de los cadáveres a los que muchos  simularon no ver, pero que cargarán para siempre sobre sus conciencias. Sin duda ello no basta, porque la exigencia de justicia y condena es el imperativo que impone la ética sobre los acuerdos que rememoran conductas mafiosas, justicia y condena que inexorablemente llegará. La memoria del pueblo es la garantía. Los hechos recientes de nuestra historia así lo demuestran.

Por las razones expuestas, solicito a mis pares, acompañen con su firma el presente proyecto de declaración

